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	Pensar la política:
a manera de presentación

	



				La sociedad con que soñamos no estaría exenta de mal, una sociedad carente de defectos que la impulsen a mejorar sería infructuosa, pero habría erradicado males que en la situación presente vemos como golpes del destino.

				Naguib Mahfouz, El Cairo nuevo

				Entre el pasado definitivo y el futuro posible es el título de esta serie de Ejercicios de reflexión política en clave democrática que ahora entrego al lector. Se trata de un intento de pensamiento sobre la política realizado por un político. He titulado este libro de tal modo porque siempre he creído que la acción política, sin la guía de una reflexión constante y sin la vigilancia de la crítica intelectual, está condenada a la inanidad y el vacío, cuando no, en peor consecuencia, al dogmatismo y la cerrazón. Un político, sobre todo cuando se quiere de izquierda, debe tener convicciones firmes y certezas éticas, pero precisamente por ello debe estar permanentemente abierto a la duda y a la crítica. Ante los hechos definitivos del pasado, que no obstante admiten distintas lecturas e interpretaciones, se abren las variadas, que no infinitas, posibilidades del futuro. Frente a estas dimensiones, el ejercicio de la crítica revela su carácter necesario. 

				Pensar debería ser una tarea central del político, y no una mera parafernalia para exhibir en casos de protocolo. Aun el sentido más acusado de la acción política nos exige, una y otra vez, que seamos capaces de justificar hasta el último detalle de nuestros juicios y acciones. Aprender a dar cuenta de lo que hacemos y creemos es una obligación del político democrático, y no una concesión de cara al ciudadano.

				La intención del título del libro que ahora ofrezco al lector es doble. Por un lado, con éste quiero señalar que mis reflexiones sobre los episodios de la vida pública mexicana de que me ocupo son ejercicios provisionales de pensamiento, los cuales necesitan de la lectura y discusión para afirmar su validez en un espacio público plural y democrático como nunca antes en la historia mexicana. Por otra parte, mi intención es plantear algunas interpretaciones como necesaria toma de distancia de la realidad, con el objeto de evaluarla crítica y serenamente, sin ira y a salvo de la tentación de llegar a conclusiones maniqueas trágicas u optimistas. Porque, como señalaba Hannah Arendt, tanto “el Progreso como el Hado son dos caras de la misma moneda; ambos son artículos de superstición, no de fe”.[1] 

				Los capítulos que integran Entre el pasado definitivo y el futuro posible intentan este carácter abierto y no dogmático de la reflexión sobre la política que me interesa apuntalar. Estos capítulos se refieren a coyunturas políticas y sociales precisas, pero no eluden la responsabilidad política e intentan generalizar algún tipo de conclusión comprometida en relación con el estado de nuestra democracia, el talante incluyente y público de la negociación política que requerimos, los temas pendientes para una necesaria reforma del Estado y la situación de los partidos políticos y, en particular, de la izquierda mexicana.

				Entre el pasado definitivo y el futuro posible es resultado de un proceso de edición, desde el punto de vista del presente más inmediato, realizado sobre los distintos escritos y argumentos que he ido generando durante los últimos años. He buscado —y creído encontrar— algunos hilos conductores, es decir, ideas fuerza, que marcan la continuidad entre los argumentos de circunstancia. El propósito al recopilar y reescribir buena parte de los materiales que he ofrecido antes a un hipotético lector bajo la figura de artículos periodísticos, pronunciamientos políticos o conferencias es construir una imagen más coherente y acaso completa de mi intento de pensar la política durante los últimos años.

				Como sucede con todo trabajo de este tipo, no hubiera sido posible haberlo completado sin generar deudas impagables. No podría listar los nombres de todos aquellos de quienes he recibido ideas y apoyos valiosos. Sin embargo, quiero agradecer especialmente el aporte de ideas y argumentos que en los últimos años he recibido del profesor Jesús Rodríguez Zepeda, quien con su talento y visión de la moderna democracia ha contribuido a dar forma más intelectual y hasta académica a buena parte de mis preocupaciones políticas. Igualmente, debo agradecer a Mario Alfredo Hernández, joven intelectual, quien me ayudó en la tarea directa de ordenar y editar una gran cantidad de escritos del último lustro y que hizo posible que adquirieran la forma de un libro ordenado. Empero, los errores y omisiones, por supuesto, sólo pueden ser atribuidos al autor. Mención aparte merece mi agradecimiento al doctor Alejandro Quintero, quien me ha vuelto a salvar la vida.







	





	I. La situación política después
de la alternancia en el poder
del año 2000

	








				A raíz del triunfo de Vicente Fox en las elecciones presidenciales del 2 de julio del año 2000, se difundió ampliamente la opinión de que la transición mexicana a la democracia se completó de manera sustancial con la alternancia presidencial que resultara de esa elección. Esta interpretación, muy presente en los medios de comunicación nacionales y que ha sido aceptada sin reservas por la opinión pública internacional, tiene un gran peso y no podría descartarse sin antes discutirla con cierto detenimiento. Debe decirse, en primer lugar, que se trata de una idea sencilla y contundente, pues convierte la alternancia presidencial en el único criterio de democratización del país. Además, es didáctica y fácil de esquematizar, pues plantea dos bandos fácilmente diferenciables: el de la democracia y el de la antidemocracia.

				La idea de que la democracia en México ha aparecido sólo con la derrota del Partido Revolucionario Institucional (PRI) tiene una enorme fuerza lógica y un contenido altamente simbólico. Fuerza lógica, porque si el régimen priista representaba el modelo autoritario en el que esta nación vivió durante más de siete décadas, la derrota del partido que lo encarnaba se presenta de manera natural como el advenimiento de la democracia. Contenido simbólico también, porque al no existir momentos en la historia reciente de México equiparables a la caída del Muro de Berlín, la disolución de las cortes franquistas en España o el plebiscito que perdió Augusto Pinochet en Chile, la victoria de Vicente Fox permitió a muchos ciudadanos encontrar, por fin, un momento único y representativo de un antes y un después para la democracia en México. Muchos mexicanos vieron realizada una idea espontánea, pero legítima, de demo-cracia, que únicamente admitía como tal la derrota presidencial del PRI.

				El problema con esta interpretación, pese a su innegable atractivo emocional y a su legitimidad política, es que es social e históricamente inexacta. Aunque, en efecto, la derrota sirvió, por ejemplo, para empezar a desmontar una compleja red de intermediación clientelar, lo que esta victoria no puede hacernos olvidar es que las condiciones que la hicieron posible podían ser ya calificadas como democráticas. Para decirlo de una manera clara: la alternancia no generó la democracia en México, sino que fue posible porque ya había democracia.

				Por supuesto, esta manera de decir las cosas puede parecer sospechosa de priismo (dicho sea de paso, nunca he militado en el PRI, lo que no podrían decir algunos de los ayatolas de la democracia que ahora padecemos) o de falta de sentido crítico, pero aquí estamos tratando de hacer análisis político y no propaganda o demagogia. A lo que quiero referirme de manera estricta es a que, a partir del año 2000, los comicios federales han ocurrido sobre la base de una serie de instituciones y procedimientos electorales que ya no están bajo el control faccioso del gobierno y que garantizan que los comicios se den, en general, con legalidad y limpieza.

				El largo proceso que permitió la instalación de estas instituciones y leyes que hacen posible la democracia electoral es lo que, en mi opinión, debe ser entendido como el proceso fundamental de la transición a la democracia en México. Un proceso largo y azaroso que puede ser remitido hasta la década de 1970. En este sentido, quienes reducen la transición democrática a la alternancia presidencial nos cuentan sólo una parte de la historia y olvidan aquella otra parte en la que no se han presentado como protagonistas únicos. Se trata de un relato unilateral, similar al de aquellos que han identificado a la democracia con su propia llegada al gobierno, lo que les hace concluir que hasta ahora sólo existen unas cuantas entidades liberadas para la democracia en México: sólo aquellas que gobiernan.

				La reducción del cambio democrático en México a la alternancia nos lleva a olvidar que, al menos desde las movilizaciones sociales de 1968 y la entrada en la lucha legal del Partido Comunista Mexicano (PCM) en 1977, nuestra sociedad estuvo en continua aunque desigual efervescencia contra el autoritarismo priista. Los nuevos vientos políticos del 2000 no pueden ser entendidos sin las luchas sociales y políticas de las décadas precedentes. Entender la entrada de la democracia en México sólo como la llegada al poder presidencial de un actor político equivale a hacer caso omiso de todo el esfuerzo de construcción institucional que hizo posible, incluso, la llegada al poder de ese actor político.

				Hoy en día, las demandas de los jóvenes del 68 pueden parecer ingenuas de tan moderadas: exigían diálogo a un gobierno acostumbrado al monólogo, fin de la cárcel política a un gobierno que había hecho de ésta una institución, libertad de organización a un régimen que se sostenía sobre la base de un férreo control corporativo, disolución de cuerpos policiacos anticonstitucionales a un gobierno que había vaciado a la Constitución de sus contenidos democráticos y republicanos fundamentales. El año de 1968 fue un parteaguas en la vida moderna de México porque hizo emerger con claridad el reclamo democrático. Esos jóvenes no fueron revolucionarios fracasados; fueron demócratas adelantados. Demócratas a cuya memoria debemos una reparación que aún no se ha hecho. Debemos el reconocimiento de que la transición a la democracia en México no inició el 2 de julio del 2000, ni el 6 de julio de 1988, sino en ese aciago mes de octubre de 1968 en que miles de jóvenes expresaron el primer basta ya al régimen autoritario del PRI. Una transición que ha sido sangrienta y dolorosa, y que ha costado a este país lo que no ha costado a otros. Una transición que no debería ser reclamada por un solo grupo político o un solo líder. La transición mexicana a la democracia ha sido un largo proceso acumulativo de reformas, con movimientos irregulares, con revitalizaciones del priísmo y con aciertos y errores de las oposiciones. Se trata de un proceso complejo en el que la presión social y la negociación política evitaron, pese a todos los augurios en contrario, un baño de sangre a nivel nacional o una fractura social irremediable.

				Pero también es necesario decir que la transición ha sido innecesariamente larga, costosa social y económicamente y aun incierta en su desembocadura institucional. Es cierto que no todo en el PRI ha sido cerrazón, pero la fuerza motriz de la transición en México la han constituido las luchas opositoras y la insistencia en las rutas legales por parte de los principales grupos de la oposición. Por eso me resisto a considerar, por ejemplo, a la lucha guerrillera como un factor de democratización y, por el contrario, reivindico la función de los débiles y problemáticos, pero también imprescindibles, partidos políticos de oposición como sujetos fundamentales del cambio democrático.

				En cualquier caso, el triunfalismo puede ser el peor consejero para el momento político de consolidación democrática en que nos hemos quedado instalados. En el 2000 tuvimos alternancia y nada más. Ahora seguimos teniendo democracia electoral y poco más. No es cosa menor. Incluso, es mucho a la vista de un país tan fragmentado socialmente y con tanta incompetencia política entre sus élites. Pero en modo alguno es suficiente para hablar de una democracia de calidad.

				Comencemos por la democracia electoral. Sería difícil exagerar el reconocimiento a las tareas que han cumplido el Instituto Federal Electoral (IFE) y el Tribunal Electoral, pero sería un error considerar que los problemas internos de la competencia electoral misma han quedado resueltos con el triunfo presidencial opositor del 2000 y el refrendo del triunfo para el Partido Acción Nacional (PAN) en 2006.

				En este sentido, la elección presidencial de 2006 fue un claro ejemplo de que no fue efectiva la regulación de la autoridad electoral sobre el uso y abuso por parte de los partidos grandes de los espacios en los medios masivos de comunicación. Además de la desigualdad entre los contendientes respecto de sus recursos económicos, se dio una inequidad, que resultó finalmente decisiva, en la permisividad para que los medios de comunicación se usaran sin restricción alguna para las campañas electorales. Si los medios de comunicación son ya el espacio privilegiado de la lucha electoral, el control de éstos por los partidos ricos nos conduce, de hecho, a una suerte de oligarquización de la competencia electoral. De manera similar, sólo una legislación electoral diseñada para favorecer a los partidos mayores pudo generar la paradoja de que, en el 2000, un partido socialmente representativo como Democracia Social —de quien yo fui candidato a la Presidencia de la República— quedara sin registro y sin representación en el Congreso por tres centésimas de punto, mientras que partidos que en realidad no compitieron tengan ahora registro y representantes parlamentarios. 

				Para hablar con triunfalismo de la normalización democrática en México habría antes que arribar a las reformas legales que limiten estas inequidades de la competencia y estas formas del oportunismo político. Así que, sin escatimar relevancia a la democracia electoral, digamos por lo menos que ésta es todavía bastante perfectible. En el momento en que cierro la redacción de este texto se perfila una reforma constitucional para amparar una nueva legislación electoral. Parece que algunos de los defectos señalados se atenderán en ella. Este nuevo proceso sólo muestra que el diagnóstico de la correctibilidad de nuestra democracia es real.

				Deberíamos recordar que las transiciones democráticas mejor logradas en el mundo han hecho coincidir la alternancia en el poder con una reforma profunda de los partidos políticos. Así sucedió con los partidos socialistas español y chileno, o con la misma derecha española. Es decir, se aprovechó el ambiente positivo de esas rutas de democratización para poner a los partidos a la altura de los retos del nuevo tiempo que empezaba a correr. Esa posibilidad se ha perdido en el caso de los partidos mayores en México: han tenido la oportunidad de poner sus relojes en sincronía con los de una sociedad que se ha hartado de la política tradicional, y la han vuelto a dejar pasar. 

				Nuestros partidos eran organizaciones políticas de la transición, pero no saben o no pueden actuar como partidos de la democracia. El problema es que ahora han cerrado, por vía de la nueva legislación electoral, la posibilidad de construcción de nuevas alternativas partidistas. Con el pretexto de atajar a los partidos pequeños, convertidos en negocios pero apoyados y estimulados durante 2000 y 2003 por los propios partidos mayores, lo que se ha hecho es limitar el derecho constitucional de asociación política. Y, sin embargo, se ha dejado intacto el tema del financiamiento a los partidos políticos que ya tienen el registro ante el IFE y representación parlamentaria.

				En el terreno de los cambios fundamentales para el país, hoy parece perdida la oportunidad de las reformas de fondo que se requieren. Ojalá me equivoque, pero el actual ambiente de crisis interna en los partidos, la crispación en el Congreso, así como la presencia informativa exclusiva de los escándalos, no presagian ninguna ruta de fortalecimiento institucional para el país. Cuando lo que se necesita es, precisamente, este fortalecimiento. ¿Con qué seriedad se podría hablar de acuerdos de Estado, o al menos de mayorías estables, bajo estas circunstancias? Los acuerdos para destrabar las reformas exigen un contexto de relativa tranquilidad, la disposición al diálogo y, sobre todo, el tiempo disponible de los actores políticos para llevarlos a cabo. Ninguno de estos elementos parece estar presente en las actuales circunstancias.

				Los líderes de los partidos están demasiado inquietos y ocupados por los conflictos internos de sus formaciones. La bandera del diálogo entre partidos y gobierno es la más mencionada, pero es la menos utilizada en la política actual. Y los tiempos para las reformas parecen haberse agotado sin resultados significativos. Éste es un problema no sólo para el Poder Ejecutivo sino para el Estado mexicano en su conjunto, pues el retraso de la nación que la parálisis origina lo acabamos pagando todos: los poderes públicos, la sociedad civil, la planta productiva y hasta las generaciones futuras.

				Toda reforma de gran calado supone un momento político adecuado. Cuando este momento de oportunidad se pierde, resulta muy arduo reconstruirlo. Las mayores reformas tuvieron que hacerse, o al menos encarrilarse con seriedad, durante el primer año del sexenio de Vicente Fox. Allí están los ejemplos de los gobiernos de los presidentes Luis Inázio Lula da Silva en Brasil y Néstor Kirchner en Argentina. Estos gobiernos, apenas accedieron al poder, invirtieron buena parte de su amplio capital político para promover las reformas que les permitieran contar con un cierto espacio para la gestión pública y la gobernabilidad.

				Por muchas razones, y con la concurrencia de distintas responsabilidades, el primer año del sexenio de Vicente Fox transcurrió sin tocar siquiera alguna de las reformas estructurales. Acaso la única excepción, y eso la hace aún más valiosa, sea la reforma constitucional de 2001 que introdujo en nuestra Carta Magna una cláusula antidiscriminatoria y una prescripción de obligaciones del Estado y de derechos de las comunidades indígenas. El segundo año del sexenio tampoco trajo el paquete de reformas estructurales, y en el tercero ya se abrió el debate sucesorio. A partir de este momento, los escándalos de corrupción y las fracturas internas en los partidos políticos dominaron la atención de la opinión pública. Así, está extendida la opinión de que en este sexenio no se alcanzaron las reformas estructurales porque su ventana de oportunidad se cerró muy pronto. Es probable que éste sea un diagnóstico certero, pero lo más grave es que ello no elimina la necesidad de las reformas postergadas.

				Las exigencias globales de la economía obligan al país a cambiar. Se puede estar en desacuerdo con el sentido o la justicia de estas exigencias, pero no se les debería desconocer. Por ello sostengo que, si nuestra clase política no realiza de manera razonada y en los tiempos adecuados las reformas necesarias para ponernos a tono con el mundo globalizado, llegará el momento en que los cambios se tendrán que hacer en un ambiente de emergencia y crisis.

				Están pendientes la reforma energética, la reforma laboral e incluso una reforma electoral que no sea regresiva en cuanto a derechos constitucionales. Sigue aplazada una reforma del Estado que los partidos habían prometido llevar a cabo. Sigue estancada la reforma que permita la reactivación del mercado interno y que garantice un crecimiento económico con bienestar. Pero ninguna reforma seria es posible en el contexto del escándalo. Uno de los resultados más lamentables de este fenómeno de los escándalos es la aparición de una nueva prioridad política. Buena parte de los políticos sienten la obligación de pronunciarse al respecto, de generar una estrategia de información para quedar cubiertos frente a la opinión pública y, si se puede, obtener algún beneficio electoral de esta situación o, al menos, evitar pérdidas mayores por ella.

				Quizá sea demasiado pesimista esta evaluación de la política en los años recientes, pero debe decirse que la política regular, en la que se ejerce la negociación entre poderes y entre partidos, y en cuyo marco se construyen las soluciones para la problemática nacional, pierde terreno. Los proyectos agregados —aquellos que requieren grandes acuerdos y largos procesos de diálogo— no se hacen posibles porque los operadores políticos que podrían conducirlos están demasiado ocupados tratando de apagar, e incluso de manipular, los focos rojos del escándalo.

				En las naciones democráticas en que se enfrentan problemas que motivan escándalos y que prometen una larga duración se ha ensayado una estrategia que valdría la pena considerar en México: la de blindar la política regular contra las interferencias de esos problemas. Así, un acuerdo deseable entre los partidos y los gobiernos podría ser el de acotar dentro de sus límites estrictamente judiciales el tema de los escándalos y concentrar los esfuerzos comunes en la atención a la agenda nacional. Por ello, para contrarrestar el pesimismo de esta evaluación, habría que insistir en que sólo la exigencia a nuestra clase política de que honre sus compromisos de negociar y alcanzar acuerdos será la clave para destrabar la situación en que todos nos encontramos.

				Luego está el problema de la calidad democrática de nuestras instituciones. La tendencia a regularizar la democracia electoral deja pendiente, sin embargo, la resolución de las tareas sociales que consideramos propias de un régimen democrático que no se reduce a sus condiciones electorales. El contenido social de la democracia en México está por construirse en buena medida. La solución de los problemas de desigualdad, pobreza, discriminación, ausencia de Estado de derecho y carencia generalizada de oportunidades debe continuar siendo la prioridad de la acción política en el país, toda vez que tales problemas nacionales son los más evidentes.

				Esta visión de lo que debe ser una sociedad democrática es crucial si no queremos caer en el exceso de adjudicar a la alternancia y a sus líderes cualidades que no tienen ni pueden tener. En términos generales, seguimos viviendo en un país con una democracia de bajo rendimiento institucional y carente de un modelo de negociación eficaz e incluyente para la solución de los graves problemas sociales que padecemos. Por ello, la posibilidad de que México pueda definirse como una democracia de calidad reside en la capacidad de todas sus fuerzas políticas para construir un nuevo entramado de instituciones, con el propósito de darle fuerza a un nuevo compromiso con la legalidad y reformar de manera significativa el modelo de distribución de la riqueza que hasta ahora prevalece. En resumen, la elevación de la calidad de nuestra vida pública depende de la capacidad para generar democráticamente un nuevo contrato social en el país y no sólo un acuerdo mínimo sobre sus fundamentales, pero insuficientes, cláusulas electorales.

				Uno de los obstáculos principales que dificultan el logro de consensos políticos sustanciales y capaces de traducirse en modificaciones estructurales en un sentido democrático es la persistencia de las estructuras clientelares de poder con las que el PRI gobernó durante más de 70 años. El autoritarismo mexicano heredó a nuestro país un modelo de sindicalismo corporativo y antidemocrático que todavía mantiene mucho del poder acumulado durante décadas y que, sin embargo, ha dado y seguirá dando muy pocos beneficios a los trabajadores. Una de las tareas no completadas por el régimen de la transición fue, precisamente, desmontar esta estructura clientelar a la luz de las demandas de transparencia y rendición de cuentas.

				Los regímenes priistas funcionaron durante décadas con un modelo de negociación política relativamente eficaz. Este modelo de negociación, que las más de las veces funcionó sobre la base de mayorías absolutas del presidente en el Congreso, se caracterizó por su verticalismo y su falta de sentido democrático. Éste es el modelo que entró en crisis en los dos últimos sexenios de gobierno priista y que dejó un hueco en el terreno de la toma de decisiones estatales.

				Vicente Fox actuó durante sus años de gobierno como si este hueco no existiera, es decir, como si no fuera necesario construir un modelo de negociación política alternativo al que estaba en crisis, sólo que con sentido democrático. Una construcción tanto más necesaria cuanto que la distribución de poderes en el Congreso hacía imposible el procesamiento de las grandes decisiones y cambios estatales sin acuerdos entre partidos.

				Por alguna razón todavía no muy clara, el gobierno de Vicente Fox actuó como si se hubiera dado ya la reforma del Estado y como si el envío de iniciativas de reforma legal fuera sólo un trámite administrativo. Peor aún, actuó como si tuviera a su favor una mayoría en el Congreso, lo que obviamente era falso, incluso en las filas de su propio partido. Se perdió de vista que era posible construir estrategias complejas en las que la lucha contra la corrupción del pasado podía combinarse con una estrategia real de negociación que comenzara por reconocer que al Congreso no se le convencía a golpes de encuestas de popularidad. Ahora cabe esperar que la etapa de cosecha de frutos sea el inicio de una fase de negociación de Estado capaz de dotar a este país de las normas e instituciones que le hacen falta.

				En todo caso, hay que creerle a Vicente Fox su idea de que él se concentró en las enmiendas, los remiendos y las correcciones, porque lo que le faltaba era un proyecto de reformas programáticas y de largo plazo que hubieran empezado a cambiar la faz de nuestra nación. Pues para dar espacio a las reformas es que hicimos la transición democrática, y no para remendar lo que ya existía.

				Uno de los principales reductos del corporativismo priista, y por lo tanto uno de los espacios de más urgente reestructuración, se encuentra en los sindicatos. La actitud de la tecnocracia en el poder responde a un sindicalismo desprestigiado, como si no hubiera tenido nada que ver en su generación. En estos tiempos, tanto la derecha tecnocrática del gobierno como la izquierda populista de la oposición contemplan a los sindicatos como organizaciones arcaicas que, en vez de fortalecer el desarrollo socioeconómico del país, se constituyen como obstáculos y rémoras para la utopía del mercado con la que sueñan. Si pudieran, los harían desaparecer.

				En general, a los sindicatos no les va muy bien con la izquierda populista. Ésta espera de ellos el apoyo electoral necesario para alcanzar el poder, pero se niega a reconocerlos como sujetos de pleno derecho en relación con los nuevos acuerdos que necesita el país. Esta izquierda cree que el monopolio de la acción pública debe concentrarse en su líder indiscutible y que la búsqueda del consenso y de la integración de la pluralidad del país en las grandes decisiones nacionales es una forma de debilidad frente al fantasma priista que la persigue y en el que, sin darse cuenta, se refleja.

				Mi convicción es que las organizaciones sindicales son sujetos imprescindibles para los grandes acuerdos entre el Estado, los empresarios y los trabajadores. Un país sin sindicatos es un país al que le falta un interlocutor en las grandes decisiones de la sociedad y la economía. Un nuevo pacto social para México, capaz de generar la democracia eficaz por la que luchamos, supone la participación y el compromiso republicano de las organizaciones laborales.

				En México, necesitamos sindicatos fuertes pero independientes; con capacidad de lucha, pero dispuestos a la negociación política de altura; inclinados a una política de acuerdos, pero impermeables al gran cáncer del corporativismo; capaces de defender sus intereses gremiales, pero abiertos a la transformación productiva del país; comprometidos con las luchas populares, pero libres de los dogmas y los prejuicios de la izquierda monotemática y populista. Del mismo modo que la izquierda responsable y tolerante que México necesita está en construcción, también está por edificarse un nuevo modelo de sindicalismo que recupere el prestigio social perdido por las organizaciones de trabajadores y que se instale como interlocutor de las grandes decisiones económicas y sociales del país. 

				No descubro nada nuevo si menciono que la mayor parte de los sindicatos que hoy existen en México son, o bien organizaciones corporativas, o bien sindicatos blancos. Las primeras mantienen relaciones clientelares con sus agremiados y están más preocupadas por obtener prebendas políticas para sus líderes que en garantizar los intereses laborales. Los segundos, que son verdaderos sindicatos de protección, actúan en connivencia con los empresarios y someten a los trabajadores a una indefensión que —paradójicamente— es su obligación evitar. No es grave, por ejemplo, que las agrupaciones sindicales lleguen a ser dueñas colectivas de empresas. Lo que es injustificable es que la actividad sindical convierta a los líderes laborales en espontáneos y acaudalados empresarios.

				Los sindicatos no deberían restringir su actividad a la defensa y promoción de sus legítimos intereses gremiales; necesitarían actuar también como piezas fundamentales de una reforma productiva capaz de impulsar el mercado interno y la generación de empleos de mejor calidad y bien remunerados. 

				El bienestar del país y el de todos sus trabajadores sólo puede provenir de una elevación de la productividad, el ingreso y el consumo de las grandes mayorías. Y esta elevación no puede ser el resultado de una política económica y laboral dictada desde las alturas del poder político o dejada a las inercias del mercado, sino que debe ser el resultado de la construcción colectiva y negociada de una nueva estrategia económica y social para la República. 

				Los intereses de clase de los trabajadores —aunque hablar de intereses de clase asuste hoy en día a más de uno— pueden ser mejor defendidos por sindicatos democráticos y modernos que por organizaciones anquilosadas, atadas todavía al mito del nacionalismo revolucionario y, más todavía, vinculadas a los beneficios tangibles de los compromisos políticos que éste generó.

				Las reglas del juego del priísmo fueron el marco propicio para el crecimiento de maquinarias sindicales que garantizaron la disciplina de sus afiliados a través de métodos ilegales y hasta mafiosos; todo ello con la entera protección del Estado. Pero la lamentable situación de los trabajadores en México no ha tenido que ver solamente con las ilegalidades y las burlas a la ley. De hecho, la legislación laboral misma evitó cualquier disidencia a través de mecanismos como la facultad gubernamental de otorgar registro a los sindicatos, la cláusula de exclusión y, sobre todo, el otorgamiento de la titularidad de los contratos colectivos de una vez y para siempre a las organizaciones políticamente aliadas o a los sindicatos blancos.

				El mejor medio para terminar con esta situación es la promoción de una reforma legal que, junto con la modernización de la justicia laboral, acabe con el monopolio de los sindicatos corporativos sobre los contratos colectivos. La libertad de afiliación sindical, que garantice la competencia entre distintas organizaciones laborales por los contratos colectivos, es una tarea de importancia fundamental para revitalizar el sindicalismo y otorgarle el verdadero peso específico del nuevo arreglo económico que el país debe tener.

				No debe perderse de vista que el contrato colectivo de trabajo es una conquista irrenunciable de los trabajadores. Pero, para evitar su uso faccioso y corrupto, debe legislarse para que cada cierto espacio de tiempo razonable existan elecciones sindicales en todas las empresas. El propósito es determinar qué organización debe negociar y gestionar el contrato colectivo durante ese periodo, a través de comités de empresa en los que deben tener representación las organizaciones que queden en minoría. Si la negociación y la gestión de los contratos colectivos se definieran, por ejemplo, cada dos años de manera democrática, los sindicatos blancos que venden contratos de protección podrían ser combatidos por las organizaciones comprometidas con los intereses de los trabajadores. Del mismo modo, el viejo sindicalismo corporativo tendría dos opciones: renovarse para representar auténticamente a los trabajadores o desaparecer.

				Tan prolongada como la ausencia de democracia en México y la existencia de estructuras clientelares, ha sido la ausencia de respeto para los derechos fundamentales de las personas en nuestro país. Dos ausencias largamente coincidentes y, a la vez, la cara bifronte del autoritarismo mexicano desplegado a lo largo de casi todo el siglo XX. Coartada la libre expresión de los derechos políticos y anulada en la práctica la separación de poderes, no es sorprendente que los derechos y libertades básicas de las personas tampoco merecieran mayor respeto.

				El momento a todas luces positivo de la alternancia democrática en México, que equivale al momento histórico que le hacía falta a la ya excesivamente larga normalización democrática, no ha traído consigo, de manera mecánica, una generación de protecciones eficaces para los derechos humanos. Lo que sí ha generado la alternancia democrática es una atmósfera política en la que estas protecciones pueden empezar a formularse con mayor seriedad por parte de las distintas fuerzas sociales y políticas.

				Una protección generalizada y sistemática de los derechos humanos en México es todavía una tarea que dista mucho de estar finalizada. No se puede, por supuesto, menospreciar los grandes avances generados tanto por las comisiones gubernamentales de protección de los derechos humanos —bajo el modelo de la Comisión Nacional de Derechos Humanos— como por las organizaciones de la sociedad civil que luchan por los mismos fines. Sin embargo, lo cierto es que la vida social en México está muy lejos todavía de ser regida por un verdadero imperio de la ley que garantice los derechos fundamentales de las personas. Porque mientras sigamos viviendo bajo un endeble Estado de derecho no podemos esperar que los derechos humanos, que son los derechos primordiales de la convivencia civilizada, puedan ser respetados y expandidos.

				Por ello, habría que decir que la transición política sólo podrá generar una democracia de alta calidad si cumple el desafío jurídico, estratégico, educativo y principalmente político de encauzar nuestra vida en común por el terreno de la ley y las instituciones públicas legítimas.

				No obstante, para entender la dimensión de las tareas pendientes que aquí planteo, mismas que rebasan la mera formalización de la competencia por el poder político entre los partidos, debo hacer explícita mi idea de lo que podemos esperar de la democracia. Esperar de la democracia algo más que el respeto a los votos de los ciudadanos exige comprender la legalidad en un sentido más amplio que el que es habitual en nuestra sociedad. La legalidad ha de entenderse no sólo como el conjunto de las normas ya existentes —y para las cuales ha de reclamarse una aplicación que hasta la fecha ha sido parcial e inequitativa—, sino también como el único camino para las reformas sociales y las transformaciones institucionales que nuestro país requiere con urgencia.

				La legalidad tiene un sentido transformador que muchas veces se menosprecia, sobre todo frente a la inercia de la acción de los gobiernos y la fuerza desproporcionada de algunos particulares. Por ello, en la consolidación democrática, los medios y los fines no pueden ser de naturaleza distinta. En esta época de grandes confusiones, el establecimiento de una genuina protección y ampliación de las garantías individuales y del imperio de la ley no puede hacerse desde la violencia o las presiones extralegales.

				Reformar democráticamente a la sociedad significa que las leyes existentes puedan aplicarse, que las que ya no funcionan sean modificadas según los procedimientos democráticos y, sobre todo, que sean convertidos en ordenamientos legales algunos reclamos políticos que garanticen y amplíen las libertades ciudadanas, el bienestar de la población y, de manera particular, los derechos humanos. La construcción de una democracia de calidad exige la simultánea construcción del imperio de la ley y la defensa militante de los derechos humanos.

				Necesitamos que los nuevos reclamos de la vida democrática sean legalmente tutelados por la Constitución. Es necesario que los riesgos de la tiranía de la mayoría sobre la minoría que acechan a las democracias débiles, como la mexicana, sean contrarrestados con una protección legal para la soberanía de la persona sobre sus decisiones privadas y evitar así que las mayorías impongan abusivamente sus puntos de vista morales, religiosos o culturales sólo por el hecho de ser mayorías. 

				Es necesario insistir, una y otra vez, en que la salud de una democracia no se mide por la fuerza de sus mayorías y la manera en que éstas ejercen el poder, sino por el vigor y protección de sus minorías y la promoción de los grupos vulnerados.

				Una genuina democracia no se reduce a un sistema en el que es respetada la voluntad de las mayorías ciudadanas al establecer a sus representantes. Esto es necesario, pero no es suficiente. Una democracia constitucional como la que debemos construir tiene que garantizar, más allá de mayorías y minorías transitorias en la lucha por el poder, que los derechos de la persona en tanto que persona estén tutelados y sean socialmente reconocidos.
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